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140 NICETO ALCALA-ZAMORA Y TORRES 

son, por el contrario, insuficientes ante las enseñanzas desoladoras de rea- 
lidades culpables. Y que no parezcan tampoco detalles sin trascendencia; 
porque en el olvido criiiiinal de esas normas puede hallarse a veces, no ya 
el martirio de una ciudad, que seria por si sólo bastante, sino el arranque 
ile una larga serie de horrores, de una cadena de  brutales represalias y 
excesos, con el aditamento de perder fuerza moral, para pedir que se ter- 
minen, los gobiernos extranjeros cómplices de las despiadadas violaciones 
del Derecho de gentes. 

1.0 dificil y lo curioso del caso es que en todos estos problemas de 
utilización del territorio neutral (en su sentido total, figurado, jurídico, 
de suelo, aire, y aguas jurisdiccionales) es insdlita la osadía de los bali- 
dos combatientes y frecuente la complicidad del respectivo gobierno ex- 
tranjero. Aquéllos, por su sola iniciativa, practicarian un respeto, de que 
este abusivainente les releva. Semejante autorización expresa o tácita es 
no ya ineficaz y nula, sino delictiva en el orden internacional, por impli- 
car la violacián de la neutralidad. E l  consentimiento y aun la invitación 
son ~iulos por tratarse no ya de dereclios propios e irrenunciables y de- 
beres iinperiosos, sino de derechos sagndos de tercero. Concurren pues 
todos los requisitos que hacen ineficaz, y además culpable, la renuncia por 
el gobierno extranjero del respeto a su territorio. 

b )  Combates cercanos a la frontera. Sólo de hecho, por repercusión 
y por cierta aiialogia, puede relacionarse este caso con el antes examinado. 
En  rigor de doctrina juridica, los bandos contendientes que pelean en la 
proximidad de la frontera, no traspasan su derecho al no traspasar su 
territorio. Sin embargo, el caso se aproxima bastante a los de abuso del de- 
reclio legitimo; y la prudencia aconseja, a quien se vea obligado a combatir 
en la raya misma de la frontera, q;e si no puede sostenerse, no prolongue 
la resistencia, agravándola con una complicación estéril. 

Llegado, sin embargo, el caso, explicable a veces por el valor estraté- 
gico y defensivo de plazas fronterizas o de obstáculos naturales, el pais 
neutra1 debe evacuar su zona próxinia, a fin de disminuir el irolumen de 
daños, p no convertir el justo resarcimiento de éstos en ansia y ocasión de 
lucro abusivo. Si no obstante tal prudencia los daños se ocasionan, como 
es fácil, porque se pelea rara vez ya con arma blanca, la acción de resar- 
cimiento será justa. Aunque en definitiva quien paga, como todos los es- 
tragos de la guerra civil, es el pais que en ésta se desgarra, puede ofrecer 
cierto interés determinar a cuál de los dos bandos combatientes deber5 
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VI1 
, . 

LOS REFUGIADOS Y SUS PROBLEMAS 

- a )  Normas y términos de es& relaciones. Los principios de- 
finen el poder del Estado neutral se encierran entre estos dos extremos: e\ 
derecho absoluto e indiscufibli de impedirla entrada en su territorio o de 
ordenar laexpulsión de extranjeros; el deber inexcusable de no convertir- 
se en instnimento de la pasión furiosamente persecutoria de los bandos en 
guerra civil no entregando víctimas a la venganza de sus odios. Entre 
esas dos normas se desenvlielve'un deber moral, y aun juridico,,por exil 
gencias de la vida e i&perativos de la costumbre intérnacional, que mati- 
za, atenúa y limita el ejercicio inflexible de la potestad de cierre o ex- 
pulsión. 

Visto el problema desde el otro .término de la relacióri, o sea el de . 
los refugiados, se destaca para ellos la nota del deber. Lo tienen para res- 

. petar estricta y fielmente toda la legislación del país que los acoge, sin 
que les sea lícito abuso alguno de. la hospitalidad, ni planteamiento de con- 
flictos por culpa de sus actividades. Junto a esos inflexibles deberes aparece 
un derecho no político, ni de ciudadanía absolutamente exigible, pero sí na- 
tural del hombre, para obtener un amparo e induso una protección jurídica 
provisional que no deje a los refugiados en la vida internaciomal a la-intem- 
perie, sin autoridad alguna que los proteja y'expuestos a la persecución de 
las propias. Así, las formalidades habituales de pasaportes e intervención 
consular deben S r  suspendidas y suplidas, previa siempre la comprobación 
vigilante,. que acredite y exija la actividad correcta de los que faltos de 
amparo y aun de existencia en su país necesitanrefugiarse en 
el extranjeio. Para e3o, como para todo lo relativo a estos problemas, con- 
vendría que una organización internacional se ocupase de esa anómala y 
temporal situación jurídica de los refugiados; pero a falta de aquélla, ha de 
admitirse que- la potestad tuitiva, para conceder pasaportes etc., recae en 
el Estado que ejerce la de vigilancia territorial, ocasión, medio y garantía 
de la otra. 

b )  Un deber dificil. A los deberes de los refugiados habría de aíía- 
dirse otro incoercible, de orden moral pero evidente: el de reconocimiento 
a ¡a hospitalidad, trabajando lealmente para evitar rozamientos entre su 
patria, donde no pueden vivir, perp sigue siendo la suya, y el país donde 
se refugian. Tal deber e n  alguna medida alcanza a todos; pero con especial 
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I )  Gobernantcs. Su caso se parece mucho al de los combatientes, ya 
que son en deiinitiva los quc dirigeti la lucha. Deben pues considerarse 
desarmados por si rnismos del ejercicio de su autoridad, que es su arma- 
mento, y que no podrían transportar y utilizar en territorio extranjero. 
La  prohibición absoluta de tan extraordinario abuso abarca, como es na- 
tural, autoridades centrales, regionales y locales. Han de hacer opcibn 
absoluta e inmediata entre el abandono del país de refugio o el definitivo 
de la autoridad que ejercíati. Por ser el caso el más claro no hay que 
insistit, aunque sea el más importante. 

J )  Delincuortes. Surge clara la distinción profunda entre delitos po- 
líticos y coinunes. 1.0s reos <le aqui.llos no piieden ser entregados a iiingúii 
bando coiitendieiite, tii siquiera al que resulte veticedor al cabo indiscutido ; 
y una vez coiiiprobada su calidad, iio deberá11 ser objeto de prisión, ni de 
excepcional \~igilaricia, que rio sea de srguridad. Si llegaran presos dcbe- 
rán ser liberados. Y Iia de entenderse que la tiocii>n "delito político" abar- 
ca desde luego la bisica de la rebelióii, que es el Iiecho misirio dc la gucrra 
civil según los unos y los otros e11 apreciacihii niutiia y encontrada. 1-0s 
reos dc clelitos coinuiies deben seguir o ser constituidos en prisión. para 
eiitregarlos terminada la gucrra, con la garantía de que sólo a tales rriine- 
nes se ;¿tenderá, al efecto dc la extradición, que se pida y obtenga. Puede 
surgir duda sobre algunos delitos de índole mixta, como las penas ieroces 
impuestas por tribunales de guerra civil, grneraliiiente irregulares, incom- 
petrntes, recusables, coaccionados y arbitrarios. Con toda la odiosidad de 
esos juicios, en qui  la pena impursta suele ser el verdadero delito conieti- 
do, la cxtradicióii no podría acordarse. 

E s  claro bajo otro aspecto el deber de asegurar, con invrntario y 
guarda, el equipaje criniinal, claramente sospechoso, que suele acoilipañar 
en éxodos tales a fugitivos combatientes y no ya a los delincuentes de- 
clarados. 

e )  Sanciones y trabajo. El  Estado que acoge a refugiados, tiene la 
potestad indiscutible rle sorrieterlos a la observancia rigurosa de todo su 
Drrecho público; no sólo del permanente, sino tambiCn del circunstancial 
que estime oportuno y justo poner en vigor. 

Puede tambitn imponer a los refugiados aptos y sanos el deber de 
trabajar en condiciones huinanitarias, a cambio de asistencia equitativa, y 
con mayor y muy distinta consideración que a los prisioneros de guerra. 

Deberá dejarse en libertad de emigrar, salir o volver a su pais, 
a todos los que iio sean conibatientes, ni reos de delitos comunes. 





monopolios, y entidades regionales, comarcanas o locales. E n  todos estos 
casos la sombra, respectivamente protectora n hostil de los referidos po- 
deres rivales, se proyecta en las cuestiones; y la existencia y pugna de 
aqubllos no dejará de atravesarse. Desde luego surgirá la repercusión, 
casi inevitable, de aparecer también organizaciones dobles y contradicto- 
rlas en esos casos. 

1.a norma principal ha de atender, de un lado a la distinción entre 
actos de uso, disfrute o conservación, para los cuales la pauta será el 
estado posesorio actual y claro, y los actos de enajenación, disposición o 
agotamiento, en que están indicadas las medidas precautorias, limitativas 
del abnso, y garantía del definitivo derecho. Rajo otro aspecto, esa aten- 
ción al estado posesorio, con la consiguiente secuela de no alterarlo en 
cuanto no sea de previsión obligada, lleva consigo la ampliación de facul- 
tades y deberes en el Estado extranjero, para asegurar por sí la conser- 
vación de bienes abandonados o desordenadamente introducidos, cuya 
tenencia presente, en vez de justificaciones claras, indicios sospecliosos. 

b)  Bieze.r protegidos por la extraterritorialidad. E n  la considera- 
ción debida a los principales y adecuados, o sean los inmuebles de emba- 
jadas, legaciones, etc., entran los muebles destinados al uso de aquéllos, 
inieiitras en los mismos permanezcan o si salen directamente bajo el poder 
de agentes diplomáticos que gocen a su vez de esa ficción de extraterrito- 
rialidad. 

La discordia desenfrenada que caracteriza a las y e r r a s  civiles suele 
plantear, más como espectáculo lamentable que como problema dudoso, el 
caso de desacuerdo entre el diplomático que ocupa uno de esos lugares, 
y el gobierno de quien dependía. No ofrece duda alguna que el estado 
posesorio era del gobierno representado, y no del diplomático representan- 
t e ;  y ello con entera independencia de las razones de fondo que el últiinn 
pueda tener para dejar <le servir al primero. Hay pues que respetar y 
mantener tales situaciones posesorias, aun en caso de pasajeras interriip-. 
ciones de relación, ínterin no las altere con regularidad jurídica un nuevo 
e incompatible reconocimiento de jure del otro poder nacional conibatiente. 

¿Ampara la extraterritorialidad bienes muebles no destinados i l  uso 
u ornato de los locales, pero allí llevados? E n  tanto están allá, c í ;  aunque 
esos almacenajes sean jurídicamente abusivos y moralmente condenables, 
al extremo de que con frecuencia constituyen verdaderos encubrimientos 
de latrocinios. Por cste origen sospechoso y verosímil, lo correcto y lo 
prudente será: lo, no autorizar jamás en los  prbcedimientos para segu- 
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ridad de bienes litigiosos su depósito en locales que gocen de tal privilegio; 
29, embargo previo, ante reclamación fundada, antes que semejante alma- 
cenaje haya tenido lugar; 3" vigilancia extrema, en los casos justificados, 
y a petición de parte legítima, para adoptar medidas precautorias al traspa- 
sar los bienes arrebatados o sustraídos, de su inexpugnable y profanado 
refugio. 

c )  Bienes muebles, propiedad de carácter público. Quede aparte el 
caso de internamiento y desarme,.en donde es evidente la obligación de 
guardar las armas y los medios de transporte para restituirlos a la defini- 
tiva y única representación del Estado en guerra civil. Para los demás 
bienes muebles, la regla debe ser la general, ya indicada. ¿Debe permitirse 
por un Estado extranjero el tránsito o salida de aquéllos hacia otro terce- 
ro? Si el tráfico se efectúa por agentes irregulares, en condiciones anó- 
malas, habrá indicios de un delito, y serán correctas, y aun obligadas, las 
medidas precautoriac. Frente a representaci6.n auténtica, de quien poseyera 
claramente, no cabe hacer nada; al fin, el otro Estado tiene los mismos 
deberys e igual solvencia genérica, y aunque las dificultades y los riesgos 
de abuso se aumentan prácticamente, a él se trasladan con los bienes los 
derechos, los deberes y las potestades de garantía. 

d )  ~ ~ l a z a m i e n t o  &urado de litigios. Parece la solución más 
prudente y justa, en todos los casos de dobles reclamaciones, reivindicato- 
rias o contractuales de bienes, derechos, pagos, depósitos, etc., y también 
cuando, aun entablado el litigio entre nacionales del Estado en guerra 
civil, o de algunos de ellos con los poderes o entidades de su país, la du- 
plicidad de las legislaciones internas que cada parte invoque, pueda ejer- 
cer influjo decisivo para el fallo. 

La legislación, permanente o circunstancial, del Estado cuyos tribu- 
nales se vean requeridos para tales litigios, debe autorizar la suspensión 
y regular el aseguramiento. Sin detenerse en estrecheces rígidas de la 
jurisdicción civil, discutibles y con frecuencia alteradas aun en plena 
normalidad, parece oportuno exigir en estos casos la intervención del 
Ministerio Fiscal, y ensanchar las atribuciones del juzgador para proveer 
de oficio. 

Realmente hay en casi todos estos litigios, para aconsejar el aplaza- 
miento asegurado, una gigantesca excepción de litis pendentia, que los re- 
laciona o acumula con el enorme pleito de la guerra civil; una esencial in- 
competencia, en buenos principi'os,. del Estado al cual se le somete ocasio- 
nal y artificialmente el litigio; un riesgo casi ineludible de que al fallarlo 






















































